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OPINIÓN N.° 046-2005/GTN
Entidad
:
Programa de Administración de Acuerdos de Gestión 


(PAAG)

Asunto
:
Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones del  Estado (PAAC)
Referencia

:
Oficio PAAG N° 326-CG-2005 de fecha 31.03.2005




Oficio PAAG N° 327-CG-2005 de fecha 05.04.2005

1.
ANTECEDENTES

A través del documento de la referencia, el Coordinador General del Programa de Administración de Acuerdos de Gestión (PAAG) consulta sobre la obligatoriedad de incorporar los procesos de selección en su Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones, no obstante que estos se desarrollarán para adquirir o contratar bienes y  servicios destinados a satisfacer las necesidades de otras unidades ejecutoras.
De los antecedentes remitidos por la Entidad consultante se desprende que ésta, como Unidad Ejecutora del Ministerio de Salud, entrega fondos por “encargo” a otras unidades ejecutoras también dependientes del referido Ministerio, tales como las Direcciones de Salud (DISAS) y Direcciones Regionales de Salud (DIRESAS), a fin de que se alcancen los objetivos trazados en los planes operativos de cada una de las citadas Unidades Ejecutoras beneficiadas; correspondiéndoles a éstas llevar a cabo los procesos de selección, suscribir el contrato y supervisar el cumplimiento de obligaciones por parte de los contratistas y de efectuar el pago respectivo. Sin embargo, las citadas unidades ejecutoras (DISAS y DIRESAS) están obligadas a dar cuenta de los gastos efectuados al PAAG. Asimismo, se precisa que las facturas que se originen por la adquisición o contratación de los bienes y servicios serán giradas a nombre de quien remesa los fondos; es decir del PAAG.

2.
CONSULTA

La Entidad consulta lo siguiente: 
2.1 “¿Quién debe incorporar los procesos de selección para la adquisición o contratación de bienes y servicios, respectivamente, en su Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones  (PAAC),  la Entidad que efectúa la remesa de fondos por encargo o la Entidad que los recibe para el cumplimiento de las metas establecidas en su plan operativo (DISAS y DIRESAS)”
2.2
“En caso le corresponda a la Entidad que remesa los fondos (PAAG) incluir en su Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones ¿Los procesos de selección que se convoquen deberían ser programados de manera conjunta o desagregada en función de los requerimientos de cada una de las DISAS  y DIRESAS?” 

 3.
ANÁLISIS

Antes de iniciar el análisis, se debe precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM
,  y el procedimiento contenido en el numeral 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 127-2002-PCM, las consultas que absuelve este Consejo Superior deben estar referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

3.1
En principio, cabe señalar que la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado distingue tres (3) fases en la contratación con la Administración Pública:


- 
Fase de programación y actos preparatorios, que comprende: i) la definición de necesidades y la aprobación del respectivo Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones (en adelante el Plan Anual), ii) la realización de un breve estudio de mercado y la determinación del tipo de proceso de selección a convocarse; iii) la designación del Comité Especial encargado de llevar a cabo la contratación o adquisición; y, iv) la elaboración y aprobación de las Bases del proceso de selección.


- 
Fase de selección, que se desarrolla a través de siete etapas: i) convocatoria; ii) registro de participantes; iii) consultas; iv) observaciones e integración de Bases; v) presentación de propuestas; vi) calificación y evaluación de propuestas; y, vii) otorgamiento de la buena pro y hasta antes de la suscripción del contrato.

- 
Ejecución contractual, que comprende desde la suscripción del contrato respectivo hasta la liquidación del mismo.

En ese sentido, durante la primera de las fases —denominada de programación y actos preparatorios—, la Entidad debe desarrollar todos aquellos actos previos y preparatorios necesarios para dar inicio a los procesos de selección que pretenda convocar durante el ejercicio presupuestal correspondiente, entre los cuales se encuentra la realización de una adecuada planificación y programación
 de las adquisiciones y contrataciones de la Entidad, aspecto que garantiza el manejo eficiente y transparente de los recursos públicos involucrados en las adquisiciones y contrataciones estatales y que se concreta a través de la elaboración del Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones, el que se sujetará necesariamente a los montos establecidos en el presupuesto institucional
 de la Entidad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22° del Reglamento.
3.2
El Plan Anual constituye un instrumento de gestión que debe obedecer en forma estricta y exclusiva a la satisfacción de las necesidades de la Entidad, las que, a su vez, provienen de todos y cada uno de los órganos y dependencias de aquélla, en atención al cumplimiento de sus funciones y al logro de sus metas institucionales a lo largo del año fiscal correspondiente, conforme lo establece el artículo 7° de la Ley así como el citado artículo 22° del Reglamento. 


En tal sentido, todas las Entidades deben elaborar y aprobar su Plan Anual, el que debe prever los bienes, servicios y obras que se requerirán durante el ejercicio presupuestal, de conformidad con el monto del presupuesto autorizado
. La convocatoria a un proceso de selección que no se encuentre registrado en el referido Plan Anual motivará su nulidad, salvo las excepciones de Ley.
3.3 De otro lado, el artículo 11° de la Ley establece que mediante convenios, las Entidades podrán encargar a otras Entidades del Sector Público la realización de sus procesos de selección y/o las compras de bienes y contratación de servicios, aprovechando las economías de escala de una compra conjunta, en las mejores y más ventajosas condiciones para el Estado.
Complementando lo expuesto, el artículo 80° del Reglamento prescribe que por razones económicas o de especialidad, una determinada Entidad podrá encargar a otra la realización de los procesos de selección que ella requiera; siendo que una vez consentido el otorgamiento de la buena pro o que haya sido apelado este acto, deberá remitirse el expediente a la Entidad Encargante. Precisándose que la programación, la resolución del eventual recurso de apelación y todo lo referido a la ejecución contractual será responsabilidad exclusiva de la Entidad encargante.
3.4
En el presente caso no estamos frente a un proceso de selección por encargo en los términos que establece el artículo 80° del Reglamento, por cuanto, por un lado, las prestaciones que se originen como consecuencia de los procesos de selección que se convoquen no beneficiarán a la Entidad “encargante”, que en este caso sería el PAAG, sino más bien a las de las Entidades “encargadas”, DISAS y DIRESAS, toda vez que son éstas quienes en función de sus requerimientos y necesidades definirán cuáles son los bienes y servicios que se van a adquirir o contratar a fin de cumplir sus metas
 y, por otro, que a diferencia de lo que ocurre en un proceso de selección por encargo, en este caso las “encargadas” (DISAS y DIRESAS) son las que, además de hacerse cargo del proceso de selección, realizarán todos los actos vinculados con la etapa de ejecución contractual, tales como su celebración y la supervisión del cumplimiento de las condiciones contractuales y las prestaciones a cargo del contratista que de ellas se deriven
; por lo que los procesos de selección que se convoquen en virtud de los Convenios y Directivas suscritos y/o aprobados por las citadas Entidades beneficiarias no se encuentran circunscritas en la figura del encargo, tal como ha sido regulada por la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado.

3.5
Así las cosas, y a fin de absolver el tema materia de consulta, corresponde remitirse a las normas de tesorería a efecto de analizar el tratamiento que reciben los “encargos” en dicho contexto. En principio, el Título VI de la Directiva de Tesorería para el año fiscal del 2005, aprobada mediante la Resolución Directoral N.° 003-2005-EF/77.15, publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 21.01.2005,  define al “Encargo” como una operación de tesorería.


Al respecto, el numeral 1 del artículo 68° de la Directiva de Tesorería califica como “Encargo” cuando, en el marco de lo establecido en el inciso b) del artículo 59° de la Ley N.° 28411, Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, se configura la ejecución de determinadas actividades y proyectos por parte de: a) Unidades desconcentradas conformantes de la misma Unidad Ejecutora, que para el efecto se denominan Unidades Operativas; y b) Otra Unidad Ejecutora distinta de aquella en la cual han sido aprobados los créditos presupuestales correspondientes. Cabe anotar que el encargo procede no sólo entre Unidades Ejecutoras del mismo pliego presupuestal, sino inclusive entre Unidades pertenecientes a distintos pliegos
.


Por su parte, según el numeral 2 del citado artículo 68° se denomina “Encargante” a la Unidad Ejecutora de donde proceden los recursos y “Encargada” a la Unidad Ejecutora u Operativa que los recibe, con lo cual a diferencia de lo que ocurre en el “Encargo” regulado por la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado, la denominación de encargante y encargada está en función únicamente del origen y destino de los fondos que se utilizarán, sin ser relevante determinar cuál de las Entidades -encargante o encargada- será la que resulte beneficiada con las prestaciones que se ejecuten como consecuencia del desarrollo de un proceso de selección.


Considerando lo expuesto, puede concluirse que la Entidad consultante (PAAG) remesará fondos, bajo la modalidad de “Encargo”, a cada una de las Entidades beneficiarias (DISAS y DIRESAS), en virtud del Convenio o Directiva suscrito o aprobado, sin que medie transferencia presupuestaria a efecto de que cada una de ellas realice los procesos de selección que le permitan satisfacer sus requerimientos mediante la adquisición y/o contratación de bienes o servicios, lo que no implica, en modo alguno, que el “Encargo” normado por la citada Directiva de Tesorería sea el regulado en el artículo 80° del Reglamento.

3.6
De otro lado, cabe anotar que la normativa sobre contratación pública no ha previsto cuál será la Entidad que deberá incluir en su Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones los procesos de selección que se convoquen en virtud del encargo regulado por la Directiva de Tesorería para el año fiscal 2005; por lo que a efecto de absolver la consulta formulada se  debe tener en cuenta que si bien el Plan Anual es un instrumento de gestión que tiene como finalidad programar y difundir los procesos de selección convocados por las Entidades Públicas; y que, en el presente caso, los procesos de selección que se convoquen estarán destinados a proveer a las DISAS y DIRESAS de lo necesario para el cumplimiento de sus funciones y el logro de sus metas institucionales, de acuerdo al numeral 1 de las Disposiciones Específicas de la Directiva N.º 005-2003/CONSUCODE/PRE, la planificación de los procesos de selección deberá respetar el presupuesto institucional aprobado a fin de garantizar el pago de las obligaciones que, durante el ejercicio presupuestal, se generen por los contratos que se celebren como consecuencia de la realización de los procesos de selección previstos en el Plan Anual. 

Asimismo, conforme al artículo 23° del Reglamento, el referido Plan Anual deberá incluir necesariamente, entre otras, la información correspondiente a la fuente de financiamiento de cada uno de los procesos de selección que se pretendan convocar. Para tal efecto, debemos tener en cuenta que el artículo 3° de la Ley N.° 28427, Ley de Presupuesto del Sector Público para el año fiscal 2005, no reconoce a la “remesa de fondos” en la modalidad de “Encargos” como una fuente de financiamiento, por cuanto dicha operación de tesorería no implica una transferencia presupuestaria por parte de la Entidad  encargante (PAAG) a favor de las Entidades encargadas (DISAS y DIRESAS), sino que simplemente constituye una operación de tesorería que viabiliza el manejo de fondos públicos, en virtud de un Convenio o Directiva, según corresponda.
3.7

En ese orden de ideas, a pesar de que, como se ha señalado, los procesos de selección que se convoquen, ya sea para la adquisición de bienes o la contratación de servicios, tendrán como inequívoca finalidad proveer a las Entidades encargadas (DISAS y DIRESAS) de lo necesario para el cumplimiento de sus funciones y el logro de sus metas institucionales, siendo éstas las que se encargarán de desarrollar los procesos de selección, suscribir los contratos y supervisar su cumplimiento; la programación de los referidos procesos de selección deberá estar consignada en el Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones de la Entidad encargante; es decir, del Programa de de Administración de Acuerdos de Gestión (PAAG), en razón de que los fondos públicos que se utilicen para el pago de las obligaciones que se generen como consecuencia de la realización de los procesos de selección permanecerán en el presupuesto insitucional del PAAG.
3.8
Ahora, respecto de la forma en la que deberán incluirse en el Plan Anual del PAAG, los procesos de selección que convoquen cada una de las Unidades Ejecutoras beneficiadas (DISAS y DIRESAS), cabe señalar que considerando que serán las citadas Unidades Ejecutoras las que se encargarán de la organización y conducción del proceso de selección que se realice para adquirir o contratar los bienes y servicios que requieran para atender sus necesidades, resulta razonable que la inclusión de los procesos de selección en el Plan Anual del PAGG se realice en función de los requerimientos y programaciones de cada una de las Unidades Ejecutoras beneficiadas, de manera independiente, lo que no significa que se pueda incurrir en fraccionamiento
, por cuanto subsistirá la obligación que cada una de estas unidades ejecutoras beneficiarias (DISAS y DIRESAS) de concentrar su requerimiento y en función de ello se programen los procesos de selección que corresponda. 
3.9
En ese sentido,  previamente a la programación de los procesos de selección que se  pretendan convocar, las Unidades Ejecutoras beneficiaras deberán considerar que para efecto de la determinación del posible monto del valor referencial, se deberá computar la suma del costo del conjunto de los bienes o servicios del mismo tipo, requeridos en un lugar determinado y en un periodo anual, por cuanto la normativa en materia de contrataciones y adquisiciones del Estado, privilegia la tendencia hacia la agregación de la demanda, concentrando las adquisiciones a fin de beneficiarse de la contratación por escalas mayores, lo que en términos logísticos se conoce como la estrategia del agrupamiento de los objetos contractuales
.
4.
CONCLUSIONES
En virtud de lo expuesto, se concluye lo siguiente:

4.1 La Entidad debe desarrollar todos aquellos actos previos y preparatorios necesarios para dar inicio a los procesos de selección que pretenda convocar durante el ejercicio presupuestal correspondiente, entre los cuales se encuentra la realización de una adecuada planificación y programación de las adquisiciones y contrataciones de la Entidad; aspecto que se concreta a través de la elaboración y aprobación del Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones, el que se sujetará necesariamente a los montos establecidos en el presupuesto institucional de la Entidad.

4.2 La normativa sobre contratación pública permite que una determinada Entidad por razones económicas o de especialidad pueda encargar a otra la realización del proceso de selección que requiera, con lo cual se desprende que, en dicho supuesto, el beneficio de la realización de los procesos de selección que se convoquen será para la Entidad “encargante”.

4.3 La Directiva de Tesorería para el año fiscal del 2005, aprobada mediante la Resolución Directoral N.° 003-2005-EF/77.15 define al encargo como una operación de tesorería que consiste en la remesa de fondos por parte de la Entidad encargante a la Entidad encargada para que esta última ejecute  actividades y proyectos en virtud de la suscripción de un Convenio o la aprobación de una Directiva, dependiendo de si se trata de Unidades Ejecutoras del mismo o de diferente pliego presupuestal.
4.4 El “Encargo” regulado por la normativa sobre contratación pública difiere de aquel que se califica como una operación de tesorería que se encuentra recogido por la Directiva de Tesorería para el año fiscal 2005, por cuanto, en este último, la denominación de encargante y encargado está en función únicamente del origen y destino de los fondos públicos que se utilizarán, sin ser relevante determinar cuál de las Entidades -encargante o encargada- será la que a través de los actos realizados resulte beneficiada, con lo cual se desprende que el supuesto materia de consulta no se encuentra circunscrito dentro de la figura del “encargo” en los términos establecidos en el artículo 80° del Reglamento.
4.5 Si bien la normativa sobre contratación pública no ha previsto quién será la Entidad que deberá incluir en su Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones los procesos de selección que se convoquen en virtud del encargo financiero, debe tenerse en cuenta que la Directiva N.º 005-2003/CONSUCODE/PRE ha enfatizado que la planificación de los procesos de selección deberá respetar el presupuesto institucional aprobado a efecto de garantizar el pago de las obligaciones que, durante el ejercicio presupuestal, se generen por los contratos que se celebren como consecuencia de los procesos de selección que se realicen.
4.6
Asimismo, debe tenerse presente que el Plan Anual debe incluir, entre otras, la información correspondiente a la fuente de financiamiento; sin embargo, la remesa de fondos en la modalidad de encargo no ha sido prevista como tal por la Ley N.° 28427, por cuanto dicha operación de tesorería no implica una transferencia presupuestaria, sino que simplemente constituye una operación de tesorería que viabiliza el manejo de fondos públicos en virtud de la suscripción o aprobación de un Convenio o Directiva, según corresponda.

4.7 En ese sentido, a pesar de que los procesos de selección que se convoquen, ya sea para la adquisición de bienes o la contratación de servicios, en virtud del encargo regulado en la Directiva de Tesorería para el año fiscal del 2005, tendrán como inequívoca finalidad proveer a las Entidades encargadas -beneficiarias- de lo necesario para el cumplimiento de sus funciones y el logro de su meta institucional, la programación de los referidos procesos de selección deberá estar consignada en el Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones del Programa de Administración de Acuerdos de Gestión (PAAG) en razón a que los fondos públicos destinados para la realización de los procesos de selección convocados por las Entidades encargadas permanecerán en el presupuesto institucional de la Entidad encargante; es decir, del PAAG.
4.8 Finalmente, considerando que serán las Unidades Ejecutoras beneficiarias (DISAS y DIRESAS) las que se encargarán de la organización y conducción del proceso de selección que se realice para adquirir o contratar los bienes y servicios que requieran para atender sus necesidades, resulta razonable que la inclusión de los procesos de selección en el Plan Anual del PAAG se realice en función de los requerimientos y programaciones de cada una de las Unidades Ejecutoras beneficiadas, de manera independiente, lo que no significa que se pueda incurrir en fraccionamiento.
Jesús María, 3 de mayo de 2005
ZAB/LMR

� A partir del 29.12.2004 se encuentra vigente el Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, habiendo sido derogados el anterior Texto Único Ordenado, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 012-2001-PCM y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 013-2001-PCM.





� De acuerdo con el artículo 1° de la Ley, además de los principios señalados existen diversas    disposiciones en la Ley y el Reglamento que garantizan el manejo eficiente y transparente que debe darse a los fondos públicos. Entre los criterios básicos que rigen el sistema de compras estatales se encuentra el referido a una adecuada planificación y programación de las adquisiciones y contrataciones que realice la Entidad.





� Según el Glosario de Términos del Sistema de Gestión Presupuestaria del Estado, aprobado por Resolución Directoral N.° 007-99-EF-76.01, el Presupuesto Institucional es la previsión de ingresos y gastos, debidamente equilibrada, que las Entidades aprueban para un ejercicio determinado, precisándose que el Presupuesto Institucional de Apertura (PIA) es el presupuesto inicial aprobado por el  Titular del Pliego de acuerdo con los montos establecidos para la Entidad por la Ley Anual de Presupuesto del Sector Público.





� El Titular de la Entidad o la Máxima Autoridad Administrativa de la Entidad, según corresponda, aprobará el Plan Anual dentro de los treinta (30) días naturales siguientes de aprobado el presupuesto institucional, en concordancia con el monto asignado conforme a las leyes de la República para el ejercicio anual a ejecutarse, de acuerdo con lo establecido en el artículo 25° del Reglamento.





� En este caso, las metas y objetivos se encuentran en el Plan Operativo de cada una de las Entidades “encargadas” y no en el de la “encargante” como sucedería en el contexto de un proceso de selección por encargo.





� En virtud del artículo 48° de la Ley,  a la Entidad le asiste el derecho de supervisar directamente o a través de terceros todo el proceso de ejecución contractual, para lo cual el contratista deberá ofrecer las facilidades necesarias; por lo que la Entidad tiene la potestad de aplicar los términos contractuales  para que el contratista corrija cualquier desajuste respecto del cumplimiento exacto de las obligaciones pactadas.


� Artículo 69°.- Casos de Encargos


El manejo de fondos en la modalidad de “Encargos” financiados con Fondos Públicos puede darse en los casos siguientes:





 a) Entre Unidades Ejecutoras que pertenecen a diferentes pliegos presupuestales. En este caso se suscribe un Convenio por los titulares de pliego o por los funcionarios a quienes les sea delegada esta función en forma expresa;


b) Entre Unidades Ejecutoras del mismo pliego presupuestal; 


c) Entre la Unidad Ejecutora y una o más de sus Unidades Operativas;





En los dos últimos caos el Titular del Pliego o el funcionario a quien se le delegue esta función deberá aprobar  una Directiva para el manejo de fondos en la modalidad de Encargos.


� El fraccionamiento se encuentra proscrito por el artículo 18° de la Ley y que se configura cuando artificiosamente se dividen las adquisiciones de bienes, así como la contratación de servicios o de obras con el objeto de de un tipo de proceso de selección más riguroso a otro más simple. 





�  La misma que perseguiría como finalidad “(…) la mejora de precios y calidades por la competencia y economía de escala” o, si se quiere, simplificar “(…) las relaciones contractuales, ya que la administración se entiende con un solo proveedor”. Juan Carlos Morón Urbina. El fraccionamiento ilícito en la contratación administrativa. En: Advocatus. Revista de Derecho de la Universidad de Lima. Número 7, 2002-II. Lima. Pág. 327.





